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Informe preliminar sobre la inclusión de una disposición de 
derecho aplicable en el proyecto de Principios del UNIDROIT 

sobre la Naturaleza Jurídica de los Créditos de Carbono 
Verificados (CCV) 

 
dirigido al Subgrupo Informal de Derecho Internacional Privado (Subgrupo Informal) 

1 El presente informe preliminar fue redactado a invitación de la secretaría del UNIDROIT y del Grupo 
de Trabajo del UNIDROIT sobre la Naturaleza Jurídica de los Créditos de Carbono Verificados (Grupo 
de Trabajo sobre CCV). Se invitó a la HCCH a contribuir a los debates del Grupo de Trabajo sobre CCV 
acerca de la inclusión de una disposición sobre la determinación del derecho aplicable a los CCV en 
el proyecto de Principios del UNIDROIT sobre la Naturaleza Jurídica de los CCV (proyecto de 
Principios).1  

2 En el presente documento se recomienda la inclusión una disposición en el sentido de que los 
Principios no afectan al derecho internacional privado (DIPr) relativo a los CCV. Esta recomendación 
está en consonancia con las disposiciones incluidas en otras leyes modelo en materia de derecho 
privado sobre otras cuestiones,2 y hace referencia a un trabajo más elaborado que se está efectuando 
en la HCCH.  

3 Sin embargo, si los Miembros del UNIDROIT consideran que el proyecto de Principios quedaría 
incompleto sin una disposición más elaborada para la determinación del derecho aplicable, podrían 
considerar reservar un espacio para introducir una disposición de este tipo después de que se realicen 
consultas multilaterales en la HCCH sobre los CCV con un enfoque holístico de DIPr (sobre 
competencia judicial, derecho aplicable, reconocimiento y ejecución, y mecanismos de cooperación 
internacional). 

4 En el presente informe preliminar se expone el razonamiento detrás de esta recomendación, que se 
centra en consideraciones generales de DIPr (I), en consideraciones específicas que plantean los 
mercados de carbono (II), y en algunas consideraciones particulares de DIPr en relación con el 
proyecto de Principios (III). Asimismo, se examinan, a título ilustrativo, varias analogías que podrían 
utilizarse para determinar las cuestiones de DIPr que se relacionan con los CCV (IV), entre las que 
cabe citar las siguientes: 

a. acuerdos contractuales;  

b. representaciones digitales; 

c. inscripción registral y transferencias entre registros; y 

d. derechos vinculados a bienes inmuebles. 

 
1  El proyecto de Principios al que se hace referencia en este Informe Preliminar es el texto del proyecto de Principios sobre la 

Naturaleza Jurídica de los Créditos de Carbono Verificados (“proyecto de Principios”) distribuido por la secretaría del 
UNIDROIT al Grupo de Trabajo del UNIDROIT sobre CCV el 27 de junio de 2024. A partir de la información proporcionada por 
los representantes del Grupo de Trabajo del UNIDROIT sobre CCV en la reunión del 16 de julio de 2024, este Informe 
Preliminar se basa en el entendimiento de que, de incluirse una disposición de derecho aplicable en el proyecto de Principios, 
su alcance se limitará a las cuestiones relativas a la propiedad derivadas de los CCV. 

2  Véase, p. ej., el art. 19.2 de la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Documentos Transmisibles Electrónicos de 2017, que dice 
“2.  Nada de lo dispuesto en la presente Ley afectará a la aplicación a los documentos transmisibles electrónicos de las 
normas del derecho internacional privado que rigen los documentos o títulos transmisibles emitidos en papel.” Véase, 
asimismo, el artículo 1.4 de los Principios del UNIDROIT de 2016 sobre los Contratos Comerciales Internacionales, que reza 
“Estos Principios no restringen la aplicación de normas de carácter imperativo, sean de origen nacional, internacional o 
supranacional, que resulten aplicables conforme a las normas pertinentes de derecho internacional privado.”   
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I. Consideraciones generales de DIPr 
5 Entendemos que el Grupo de Trabajo del UNIDROIT sobre CCV ha solicitado al Subgrupo Informal 

estudiar únicamente el derecho aplicable, y en relación con el contexto muy específico y limitado de 
las cuestiones relativas a la propiedad y a la insolvencia derivadas de la titularidad de CCV. 
Examinamos detenidamente el objetivo de la solicitud del UNIDROIT de considerar únicamente el 
derecho aplicable, con el fin de aportar información en el presente documento que sea útil para la 
consecución de los objetivos del Grupo de Trabajo del UNIDROIT.   

6 Sin embargo, es importante señalar que el DIPr es una disciplina con objetivos y metodologías 
distintos del derecho privado. En efecto, el DIPr y la armonización del derecho privado suelen 
considerarse técnicas diferentes para hacer frente a los riesgos derivados de las relaciones jurídico-
privadas transfronterizas, aunque también pueden funcionar de forma complementaria. Por este 
motivo, detenerse a considerar las cuestiones más generales de DIPr ―y cuestiones relacionadas con 
cada uno de los tres pilares del DIPr (derecho aplicable, competencia judicial, reconocimiento y 
ejecución), así como con el cuarto pilar de la HCCH (mecanismos de cooperación internacional)― es 
esencial para el éxito práctico de una norma de derecho aplicable. Varios instrumentos de la HCCH y 
varios debates en el contexto de sus proyectos normativos en curso apuntan a la necesidad de un 
análisis holístico de DIPr, a fin de que se tenga debidamente en cuenta la interacción entre los 
distintos aspectos de DIPr.  

7 Si bien detenerse a examinar cuestiones más amplias de DIPr podría no considerarse parte del 
mandato del Grupo de Trabajo del UNIDROIT sobre CCV ―por lo que no resultaría un uso obviamente 
necesario del tiempo Grupo de Trabajo―, las cuestiones más amplias de DIPr siguen siendo relevantes 
tanto por razones prácticas como políticas. A continuación se presentan dos cuestiones principales 
para justificar por qué sería desaconsejable insertar una disposición de derecho aplicable en el 
proyecto de Principios sin considerar los numerosos aspectos que intervienen en un análisis de DIPr 
y realizar consultas multilaterales al respecto. En este sentido, en el caso de que el Grupo de Trabajo 
del UNIDROIT sobre CCV considere necesario incluir una disposición de derecho aplicable en el 
proyecto de Principios, dado el mandato de la HCCH, lo mejor será dar tiempo a la HCCH para realizar 
consultas multilaterales con un enfoque holístico de DIPr, a fin de que la disposición que se incluya 
sea adecuada y eficaz.  

A. La relación entre la competencia judicial y el derecho aplicable 

8 El DIPr ha venido históricamente vinculado al derecho aplicable. Sin embargo, es importante 
reconocer que el DIPr moderno tiene tres pilares de igual importancia: la competencia judicial, el 
derecho aplicable y el reconocimiento y la ejecución de sentencias. Una falta de armonización entre 
las reglas para determinar la jurisdicción competente y el derecho aplicable puede dar lugar a lagunas 
e incoherencias o tener otros efectos no deseados3. 

 
3  Véanse, por ejemplo, las consideraciones sobre la relación entre el derecho aplicable y la competencia judicial en el Informe 

Explicativo del Convenio de 19 de octubre de 1996 Relativo a la Competencia, la Ley Aplicable, el Reconocimiento, la 
Ejecución y la Cooperación en materia de Responsabilidad Parental y de Medidas de Protección de los Niños (Convenio 
sobre Protección de Niños de 1996), en relación con el art. 15: “88. La aplicación a las medidas de protección de la ley de 
la autoridad a que se acude es general y se aplica cualquiera que sea la base de competencia de esta autoridad. El 
reequilibrio de las competencias en beneficio de las autoridades del Estado de la residencia habitual del niño tendrá como 
consecuencia una aplicación de la ley de este Estado claramente más frecuente que en el Convenio de 1961, que deja un 
campo muy amplio a las autoridades nacionales y por tanto a la ley nacional del niño. [...] No obstante, para compensar la 
relativa rigidez de las normas de competencia, el Convenio dio mayor flexibilidad a la determinación de la ley aplicable a la 
medida de protección. […]”. Véase P. Lagarde, Explanatory Report on the HCCH 1996 Child Protection Convention, en 
Proceedings of the Eighteenth Session (2005), Tome II, Protection of Children, La Haya, SDU Publishers, 1998, 535-605. En 
el Convenio sobre Protección de Niños de 1996 y en el Convenio de 13 de enero de 2000 sobre Protección Internacional de 
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9 Si bien tradicionalmente se asocia a los ordenamientos jurídicos de common law con un énfasis más 
marcado en la competencia judicial, en los ordenamientos jurídicos de derecho continental se 
reconoce cada vez más la influencia que ejerce la jurisdicción competente en la determinación del 
derecho aplicable en el DIPr moderno. Hay muchas razones por las que esto es así, entre ellas que el 
foro decide lo siguiente: (a) qué derecho rige el litigio en aplicación (en parte) de sus propias normas 
de derecho aplicable; (b) qué norma de derecho aplicable debe aplicarse en un caso concreto tras 
“calificar” la situación; y (iii) si deben prevalecer las leyes de policía del foro sobre el derecho al que 
apunta esa norma, o si su aplicación queda descartada por razones de orden público. A continuación 
se comentan brevemente estas consideraciones. 

10 Un primer punto que cabe señalar es que cada tribunal aplica sus propias normas para la 
determinación del derecho aplicable. Por tanto, la eficacia de una norma de este tipo depende de si 
la cuestión se plantea ante los tribunales de dicha jurisdicción o en otro lugar, lo que vendrá 
determinado por las normas de competencia. En términos más generales, una de las motivaciones 
para armonizar las normas de derecho aplicable es reducir el riesgo de que se dicten sentencias 
contradictorias, pero este riesgo también depende de si más de un tribunal puede ser competente4. 
El diseño de una norma para la determinación del derecho aplicable, que puede estar motivado en 
parte por reducir el riesgo de que se dicten decisiones contradictorias, puede por tanto depender del 
contexto jurisdiccional en el que habrá de aplicarse.  

11 El segundo punto está relacionado con el papel del foro en la calificación del litigio. En el contexto del 
proyecto de Principios, el papel que corresponde a la calificación es especialmente importante. Ello 
es así porque parece que el Grupo de Trabajo del UNIDROIT sobre CCV solo se ocupa de las cuestiones 
relativas a la propiedad derivadas de los CCV y supedita la disposición de derecho aplicable a que se 
califique a los CCV como elementos susceptibles de ser objeto de derechos relativos a la propiedad. 
La calificación, o clasificación, es el proceso mediante el cual los tribunales determinan qué norma 
de derecho aplicable se aplica en función de la naturaleza de la cuestión jurídica transfronteriza que 
debe resolverse con arreglo a un derecho extranjero. Influye considerablemente en la forma en que 
las normas para la determinación del derecho aplicable se aplican en la práctica. A menos que el 
tribunal califique la cuestión jurídica que debe resolver como, por ejemplo, relativa a la propiedad, no 
se aplicarán las normas de derecho aplicable a las cuestiones relativas a la propiedad. Además, la 
calificación se reconoce generalmente como una cuestión que determina el derecho del foro. 

12 Aunque las clasificaciones utilizadas para las normas de derecho aplicable tienden a reflejar las 
categorías de derecho privado, como los contratos, los bienes o la responsabilidad civil, no debe 
subestimarse la complejidad del proceso de calificación, ni el grado de coincidencia entre las 
categorías de derecho privado y las de DIPr. La clasificación de una relación o cuestión jurídica en el 
derecho privado interno y en el ámbito del DIPr son procesos diferentes, que se llevan a cabo con 
fines distintos.  

13 En consecuencia, es importante señalar que el derecho privado y el DIPr difieren considerablemente 
en la forma en que tratan los términos jurídicos que utilizan en común. Por ejemplo, existe una 
aceptación general de que la calificación de las cuestiones jurídicas en DIPr debe abordarse de una 
manera internacionalista amplia, sin las limitaciones que imponen las clasificaciones internas5. Esto 
significa que muchos conceptos jurídicos utilizados en contextos internos de derecho privado no 

 
los Adultos (Convenio sobre Protección de Adultos de 2000), la HCCH ha destacado la importancia de establecer un enfoque 
integrado de DIPr que trate el derecho aplicable, la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución, y la cooperación 
en un solo instrumento. Esta integración garantiza que no haya lagunas ni conflictos entre estos distintos aspectos. 

4  Desde 2021, la HCCH ha establecido un Grupo de Trabajo sobre cuestiones relacionadas con la jurisdicción en litigios civiles 
o comerciales transnacionales. El Grupo de Trabajo ha seguido avanzando en la redacción de las principales disposiciones 
de un posible instrumento futuro sobre procedimientos paralelos y acciones o demandas conexas. 

5  A. Briggs, Private International Law (2nd ed 2023) p. 44. 
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siempre encajarán perfectamente en las categorías generalmente utilizadas en el DIPr, y que los 
tribunales internos podrían clasificar la misma cuestión de forma diferente a efectos del derecho 
privado interno y del DIPr. Por ejemplo, los property torts del common law son muy difíciles de encajar 
en las categorías de DIPr de responsabilidad civil o derechos reales. 

14 Una tercera razón por la que la determinación del derecho aplicable y la jurisdicción competente van 
de la mano es que algunos elementos del derecho aplicable pueden tomarse del derecho del foro. 
Esto incluye, por ejemplo, las leyes de policía del foro, que son normas que se aplican con 
independencia del derecho aplicable, potencialmente con sujeción a sus propias limitaciones en 
cuanto a su alcance. También puede abarcar el orden público interno, que puede prevalecer sobre la 
aplicación de normas jurídicas extranjeras que se consideren contrarias al orden público o a los 
valores fundamentales del foro. Aunque en algunas circunstancias los tribunales pueden aplicar leyes 
de policía extranjeras, en general las leyes de policía aplicables y el orden público se toman del 
derecho del foro, que a su vez viene determinado por las normas de competencia.  

15 Por lo tanto, una norma de derecho aplicable constituye solo una parte de la determinación del 
derecho que rige una relación o cuestión jurídica y, en la práctica, las codificaciones de las normas de 
derecho aplicable y de los instrumentos internacionales en materia de DIPr contienen invariablemente 
disposiciones sobre otras cuestiones, como leyes de policía, orden público y la distinción entre 
cuestiones de procedimiento (que se rigen por el derecho del foro) y cuestiones de fondo, así como 
normas posiblemente especializadas sobre subcuestiones que puedan surgir.  

B. Consideraciones políticas sobre las normas de derecho aplicable 

16 Otra cuestión que cabe señalar en relación con las normas de derecho aplicable son sus implicaciones 
políticas. Históricamente, las normas de DIPr a veces no se han analizado lo suficiente desde una 
perspectiva política, ya que se las ha considerado muy técnicas y la atención se ha centrado en su 
impacto en casos prácticos. La práctica y la doctrina moderna en materia de DIPr reconocen que, si 
bien el DIPr es indudablemente un ámbito técnico, entraña consideraciones políticas muy 
importantes. Dichas consideraciones políticas no se encuentran únicamente en la aplicación de la 
excepción de orden público antes mencionada, sino que deben inspirar tanto el diseño de las normas 
de DIPr como el diseño y el funcionamiento de las excepciones. 

17 Una norma de derecho aplicable no es simplemente una norma que ofrece a las partes privadas una 
mayor seguridad en cuanto a sus derechos en un contexto transfronterizo, sino que también asigna 
autoridad reguladora ―o, como ya se ha mencionado, forma parte de dicha asignación― desde el 
punto de vista del derecho privado a un ordenamiento jurídico concreto (o, según un enfoque, daría a 
las partes privadas la facultad de hacer esa asignación por sí mismas, tal vez sujeta a ciertas 
limitaciones). La cuestión de quién debería tener esa autoridad, que también está relacionada con la 
cuestión de DIPr de la competencia judicial, es una cuestión mucho más amplia que requiere un 
examen cuidadoso de los intereses que afecta. 

18 Estos intereses comprenden los de los distintos Estados, que pueden verse afectados de forma 
diferente por normas específicas para la determinación del derecho aplicable. A este respecto, los 
procesos de la HCCH serían útiles para elaborar normas de derecho aplicable adecuadas y eficaces. 
Los procesos de la HCCH están diseñados para facilitar una amplia consulta de los diferentes Estados 
y otras partes interesadas, lo que permite discutir y debatir los distintos intereses afectados por las 
normas de DIPr (incluidas las normas de derecho aplicable). Si se pudieran encontrar elementos en 
común para conciliar estos intereses, la redacción de una disposición de derecho aplicable sería, sin 
duda, de carácter técnico. Sin embargo, esto no debería hacer perder de vista la importancia de las 
cuestiones políticas de fondo, que deben considerarse y debatirse de manera adecuada. La redacción 
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de tal disposición sin seguir estos procesos podría plantear problemas de legitimidad y, en cualquier 
caso, podría menoscabar la adopción de las normas en su conjunto, ya que los Estados podrían 
considerar que no han tenido suficientes oportunidades para exponer y debatir sus intereses políticos 
(en particular las perspectivas posiblemente diferentes de los Estados en vías de desarrollo y de los 
Estados desarrollados).  

C. Resumen de consideraciones generales en materia de DIPr 

19 Por las razones anteriores, debe tenerse en cuenta que el DIPr moderno es mucho más amplio que el 
enfoque histórico sobre el derecho aplicable. Para garantizar la eficacia de una norma de derecho 
aplicable en la práctica, en particular en el proyecto de Principios, es necesario lo siguiente: (i) realizar 
un análisis exhaustivo de las cuestiones relacionadas  (competencia judicial y reconocimiento y 
ejecución); y (ii) estudiar la política que la norma pretende impulsar y realizar consultas multilaterales 
al respecto. 

20 Por lo tanto, recomendamos que si se redacta una norma de derecho aplicable, se tengan en cuenta 
todas las cuestiones relevantes de forma holística. 

II. Consideraciones que plantean los mercados de carbono 
21 Los aspectos políticos de los tres pilares del DIPr resultan especialmente complejos en el contexto de 

los mercados de carbono. Los mercados de carbono comprenden una trama compleja de acuerdos 
contractuales diversos, a menudo adaptados a la naturaleza de los proyectos6, y que adoptan una 
amplia gama de modalidades que varían en función de los actores del sector. También entrañan 
consideraciones de orden público, por ejemplo, por los objetivos públicos que persiguen y porque 
determinados proyectos suelen afectar intereses públicos, como los relacionados con el uso de la 
tierra. Estas consideraciones constituyen el marco jurídico y político para el análisis de las cuestiones 
de DIPr que se plantean en relación con los créditos de carbono.  

22 A continuación se amplían tres de las cuestiones más acuciantes.  

A. Consideraciones de orden público 

23 La naturaleza de los mercados de carbono plantea consideraciones de orden público que, como ya se 
ha señalado, pueden afectar el diseño y el funcionamiento de una norma de derecho aplicable. Si 
bien los mercados voluntarios de carbono se basan principalmente en relaciones contractuales y de 
otro tipo que se rigen por el derecho privado (que existe en algunas jurisdicciones) y normas de DIPr 
(que no existen en la mayoría de las jurisdicciones), también se entiende que estos mercados 
desempeñan una función pública más amplia y que pueden implicar importantes intereses 
nacionales, como preocupaciones medioambientales locales o, en algunos casos, conflictos sobre la 
tierra (con las comunidades locales o indígenas). Aunque los mercados regulados pueden estar 
sujetos a una mayor gobernanza pública directa, los mercados voluntarios también implican intereses 
públicos similares. En cualquier caso, hay un reconocimiento generalizado de la creciente 
convergencia entre ambos7.  

 
6  Por ejemplo, los requisitos de Verra para los proyectos de agricultura, silvicultura y otros usos de la tierra (AFOLU por sus 

siglas en inglés) que entrañan un riesgo de no permanencia. Los proponentes de un proyecto deben firmar un documento 
en el que se impone la obligación de compensar la cuenta de reserva en caso de que el proyecto se enfrente a una situación 
de inversión del proceso de absorción del carbono. Véase la sección 3.2.26 de VCS Standard, v4.7, en https://verra.org/wp-
content/uploads/2024/04/VCS-Standard-v4.7-FINAL-4.15.24.pdf 

7   Véase, por ejemplo, el reciente comentario del ICVCM (Integrity Council for the Voluntary Carbon Market) sobre las normas 
de integridad para apoyar la transición del sector privado a los mercados del artículo 6: https://icvcm.org/article-6-of-the-
paris-agreement-and-the-integrity-councils-work/. 

https://verra.org/wp-content/uploads/2024/04/VCS-Standard-v4.7-FINAL-4.15.24.pdf
https://verra.org/wp-content/uploads/2024/04/VCS-Standard-v4.7-FINAL-4.15.24.pdf
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24 Por ejemplo, los CCV pueden utilizarse con fines de cumplimiento de la normativa. Por ese motivo, 
algunas entidades certificadoras emiten créditos que acreditan el cumplimiento de la normativa en 
caso de que el titular desee utilizar el crédito a ese fin8. Asimismo, algunas jurisdicciones con 
regímenes de cumplimiento ofrecen listas de metodologías aprobadas para cada programa de 
créditos de carbono que pueden aceptarse a efectos de compensación. 

25 Una cuestión importante a este respecto es la de los registros nacionales de créditos de carbono y las 
transferencias entre los distintos registros. Varios Estados han creado o están creando registros 
nacionales de créditos de carbono, que incluyen créditos tanto en los mercados regulados como en 
los voluntarios. Estos registros ayudarían a abordar la cuestión de las contribuciones determinadas a 
nivel nacional y, en general, a que haya transparencia y se evite la doble imputación contable9.  

26 También es importante tener en cuenta que las actividades que tienen lugar entre partes privadas 
pueden, no obstante, implicar intereses públicos. Por ejemplo, aunque algunos registros de créditos 
de carbono sean gestionados por entidades privadas, si la legislación de un Estado atribuye titularidad 
conforme a derecho a una inscripción en un registro, ello podría plantear problemas de orden público 
más amplios. Estas preocupaciones pueden estar relacionados con el reconocimiento y la ejecución 
de documentos jurídicos, así como con cuestiones como la búsqueda del foro más favorable y el 
posible favorecimiento indebido de determinadas partes interesadas en detrimento de otras. Sería 
necesario seguir trabajando, en estrecha consulta con distintas jurisdicciones, para que estas 
distintas preocupaciones queden recogidas y se prevean soluciones comunes. 

B. Variedad de intereses privados 

27 Las operaciones en los mercados de carbono implican una amplia gama de intereses privados 
diferentes, por ejemplo, desde los propietarios de las tierras en las que se llevan a cabo los proyectos, 
los inversores en tecnología relacionada con el secuestro de carbono, hasta las entidades privadas 
interesadas en utilizar créditos del mercado voluntario para cumplir la normativa. Entre ellos se 
encuentran también los proponentes de los proyectos, las entidades certificadoras, los órganos de 
validación y verificación, los registros privados y las comunidades indígenas y locales afectadas. El 
objetivo de ampliar los mercados voluntarios es tan solo uno de los muchos intereses privados. Estos 
intereses también deben contextualizarse en la amplia diversidad de ámbitos en los que se llevan a 
cabo los proyectos de carbono. Estos proyectos pueden abarcar desde iniciativas relacionadas con la 
conservación de los bosques hasta la mejora de los procesos agrícolas, industriales y de gestión de 
residuos, el uso del petróleo y el gas y diferentes procesos químicos, por citar solo algunos. 

28 Por tanto, un aspecto importante para la elaboración de una norma de derecho aplicable es el abanico 
de distintos actores, con intereses privados diversos, que incidirían en dichas normas. Por ejemplo, 
en diversos fallos se han planteado preocupaciones sobre los intereses de comunidades que quizá 
no tengan título de propiedad sobre las tierras en las que se llevan a cabo algunos de los proyectos, 
pero que sí tienen derechos de uso sobre dichas tierras10. Asimismo, hay relaciones jurídicas 
complejas que se relacionan directa o indirectamente con las circunstancias que hay detrás de los 
proyectos del mercado de carbono. Estas no solo se refieren a los acuerdos contractuales que se 

 
8  Véase, por ejemplo, el proceso de inscripción paralelo de Gold Standard, que permite a un proyecto solicitar una inscripción 

con arreglo a la etiqueta GSVER (Gold Standard label for Verified Emission Reduction) y a la etiqueta GSCER (Gold Standard 
label for Certified Emissions Reductions) al mismo tiempo, a la espera de aprobación en el marco de la CMNUCC a efectos 
de cumplimiento de la normativa. Si se recibe la aprobación en el marco de la CMNUCC, el proyecto se cancelará en el marco 
de GSVER y seguirá adelante en el de GSCER. Si posteriormente es rechazado en el marco de la CMNUCC, el proyecto puede 
seguir adelante en el marco de la GSVER. Fuente: Gold Standard GHG Emissions Reduction and Sequestration Product 
Requirements V2.4. 

9  Véanse, p. ej. en Colombia (RENARE), Brasil (SINARE); en fase de debate: Japón, México, Kenia 
10  Es el caso, por ejemplo, del Proyecto Jari Pará en la Amazonia brasileña, y en Perú el de la comunidad quechua en relación 

con proyectos específicos de carbono. 
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celebran específicamente para el desarrollo de un proyecto de carbono (como se explica más adelante 
en el párr. 46), sino que también se verán afectadas por las posibles normas de derecho aplicable en 
relación con los créditos.  

C. Ciclo de vida de los créditos de carbono 

29 En todas las etapas del ciclo de vida de los créditos de carbono se plantean cuestiones de DIPr entre 
una amplia red de partes situadas en distintas jurisdicciones, por ejemplo: a partir de los orígenes del 
proyecto de carbono, la emisión del crédito, la cuestión de las revocaciones, el retiro y las diferentes 
operaciones comerciales que pueden tener lugar en relación con los créditos de carbono (p. ej.: 
comercio, constitución de garantías, cuestiones de insolvencia)11.  

30 Dada la complejidad e interconexión de estas cuestiones, no puede examinarse de forma aislada una 
cuestión de DIPr que se plantee en un momento o etapa específico del ciclo de vida. Si se elaborasen 
normas de derecho aplicable basadas un momento o etapa en particular del ciclo de vida, sería 
necesario considerar no solo la idoneidad de la norma para ese momento o etapa, sino también si 
esa norma afectaría la determinación del derecho aplicable tanto antes como después de ese 
momento o etapa y de qué manera, así como las implicaciones de los posibles cambios en el derecho 
aplicable durante el ciclo de vida. 

D. Resumen de las consideraciones sobre los mercados de carbono 

31 Los mercados de carbono implican intereses diversos y complejos, tanto públicos como privados.  

32 Por tanto, para solucionar los retos que se plantean en materia de DIPr en relación con los CCV, es 
necesario realizar una amplia consulta multilateral sobre las distintas cuestiones políticas y tener en 
cuenta a las distintas partes interesadas. De esta manera se podrían expresar mejor los distintos 
intereses y perspectivas, con el apoyo de expertos técnicos que puedan encontrar la mejor manera 
de plasmar las soluciones que se acuerden. En cambio, si un grupo técnico diseña tal norma para 
incluirla en el proyecto de Principios sin que medie ninguna consulta multilateral, podrían surgir 
importantes inquietudes sobre su legitimidad.  

33 Por este motivo, nos sentimos poco inclinados a proponer soluciones tentativas, salvo señalar algunas 
analogías que podrían trazarse y varios factores que podrían ser relevantes desde la perspectiva del 
DIPr para iniciar un debate sobre el trabajo que pueda hacer falta realizar.  

34 Sin una consulta multilateral, existe un claro riesgo de adoptar una norma que posiblemente no 
responda adecuadamente a las consideraciones políticas pertinentes y a los distintos intereses 
privados, sino que además podría tener consecuencias perjudiciales para el funcionamiento y el 
impacto de los mercados de carbono, o para la adopción del proyecto de Principios como medio para 
facilitar el crecimiento de dichos mercados y su contribución positiva a la mitigación del cambio 
climático. 

III. DIPr y el proyecto de Principios 
35 Volviendo al proyecto de Principios, existen otros factores técnicos que requieren una consideración 

independiente.  

36 A continuación se analizan varios desafíos técnicos que se han detectado. 

 
11  Véanse los párrs. 11-21 de “Propuesta de trabajo exploratorio: Cuestiones de derecho internacional privado relacionadas 

con los mercados de carbono”, Doc. Prel. N.º 7 REV REV de marzo de 2024, disponible en el sitio web de la HCCH, 
www.hcch.net, en “Gobernanza”, luego “Consejo de Asuntos Generales y Política” y “Archivo (2000-2024)”. 

http://www.hcch.net/
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A. Ámbito de aplicación y objetivo de la norma que se pretende incluir 

37 Parece que el Grupo de Trabajo sobre CCV aún no ha tomado una decisión formal sobre si la norma 
que se pretende incluir debe complementar el proyecto de Principio 3(1) y establecer el ámbito de 
aplicación del proyecto de Principios; o si debe complementar el proyecto de Principio 3(3) e indicar 
qué “otro derecho” (nacional) en particular se aplicará a las cuestiones que abarca ese subapartado. 
Ambas opciones plantean otras consideraciones técnicas, que se analizan con más detalle en la 
subsección III.B.   

38 Sin embargo, con independencia de la decisión que se tome sobre la forma, entendemos que el Grupo 
de Trabajo está interesado principalmente en una norma de derecho aplicable que responda a la 
pregunta de qué tipo de derechos tiene el titular del CCV (incluso si ese titular tendría derechos de 
propiedad). 

39 Si esta es efectivamente la consideración principal, la pregunta que inmediatamente cabe plantearse 
es si la cuestión podría responderse de forma más adecuada y sustantiva como una cuestión de 
“derecho de Principios”. En cierta medida, responder al riesgo jurídico transfronterizo mediante la 
estrategia de armonizar el derecho privado, frente a la estrategia alternativa de las normas de derecho 
aplicable, puede ser más eficaz para aportar seguridad jurídica a los participantes en el mercado y a 
las partes interesadas. El Grupo de Trabajo sobre CCV quizás desee considerar cuál es la mejor 
manera de alcanzar sus objetivos finales, antes de tomar decisiones sobre la mejor manera de 
alcanzar dichos objetivos mediante herramientas alternativas, y a veces complementarias, como la 
unificación o armonización del derecho privado y del DIPr.  

40 Si el DIPr resulta ser la solución preferida para alcanzar los objetivos del Grupo de Trabajo, otra de las 
consideraciones formales es la medida en que la norma que se pretende incluir debe ser una norma 
supletoria ―únicamente aplicable cuando no exista una elección de derecho aplicable― y posibles 
limitaciones a la autonomía de la voluntad y al reconocimiento de acuerdos u otras disposiciones en 
relación con el derecho aplicable. También sería importante considerar si corresponde incluir o excluir 
otras disposiciones comunes de derecho aplicable, como las relativas a leyes de policía o excepciones 
de orden público, y la manera de articularlas, por ejemplo, si se reconoce en algunos casos la 
posibilidad de aplicar leyes de policía extranjeras.  

B. Relación entre el derecho privado y el DIPr 

41 Como ya se ha señalado, el derecho privado y el DIPr son disciplinas distintas con enfoques diferentes 
sobre términos jurídicos que ambas utilizan. En este sentido, conviene subrayar que el DIPr no está 
sujeto a consideraciones o definiciones de derecho privado. Ello se debe a que la forma en que 
interactúan tiene algunas consecuencias técnicas importantes para la norma que se pretende incluir. 
A este respecto, independientemente de si dicha norma vaya a complementar el proyecto de 
Principio 3(1) o el del Principio 3(3), ambas opciones entrañan dificultades técnicas. 

42 Entendemos que el proyecto de Principio 3(1) es el principio central, y comprendemos que al Grupo 
de Trabajo le preocupe que el proyecto de Principios contenga una norma de derecho aplicable que 
complemente su principio central. Sin embargo, el proyecto de Principio 3(1) es una elección poco 
habitual para una norma de este tipo. 

43 El Grupo de Trabajo ha reconocido que el proyecto sobre CCV del UNIDROIT tiene el claro objetivo de 
ayudar al crecimiento de los mercados de carbono y, por lo tanto, puede tener un enfoque más 
normativo de lo esperado. En consecuencia, el Grupo de Trabajo también ha llegado a la conclusión 
de que es necesario que los CCV “puedan ser objeto de derechos relativos a la propiedad”. Estos 
objetivos se reflejan directamente en el proyecto de Principio 3(1).   
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44 Según la redacción actual, puede resultar difícil examinar las cuestiones de DIPr derivadas del 
proyecto de Principio 3(1). En la primera reunión del Subgrupo Informal de 16 de julio de 2024, se 
debatió que, si bien un mayor grado de especificidad podría ayudar a reducir la variedad de puntos 
de conexión posibles, la redacción actual del proyecto de Principio 3(1) no necesariamente excluye ni 
impide un análisis de DIPr válido. Una vez más, es importante reconocer que el derecho privado y el 
DIPr son disciplinas jurídicas distintas. 

45 No obstante, la forma en que se ha redactado el proyecto de Principio 3(1) tiene cierta influencia en 
el resultado de un análisis de DIPr. Es importante señalar que dicho resultado podría diferir de lo que 
se ha redactado en el proyecto de Principio 3(1), o incluso contradecirlo. Mucho dependerá del 
proceso de calificación que lleve a cabo el foro que aplica su propio derecho (como se explica en la 
sección I.A más arriba). Bien podría ocurrir que el tribunal competente concluyera que los CCV no 
pueden ser objeto de derechos de propiedad, de forma que ninguna de las cuestiones relacionadas 
con los derechos del titular podría considerarse relativa a la propiedad. Dada la amplitud con la que 
se ha redactado el proyecto de Principio 3(1), hay un amplio margen para que se llegue válidamente 
a tal conclusión en cuanto a la calificación. 

46 Además, es probable que la complejidad de los marcos contractuales ―donde se establece la forma 
en que se emiten, verifican, inscriben, conservan, transfieren, retiran y, en general, tramitan o 
gestionan los CCV a lo largo de su ciclo de vida― tenga un peso importante en el proceso de 
calificación. En particular, es probable que las cláusulas contractuales donde se define expresamente 
qué “es” un CCV, donde se establecen los derechos que adquiere el titular y las obligaciones que 
contrae el emisor12, así como la elección de foro y de derecho aplicable13, contribuyan a que un asunto 
sea calificado de contractual. En la medida en que un asunto surja a raíz de transferencias de CCV, 

 
12  P. ej., en relación con la cancelación y el retiro de instrumentos, en la cláusula 8.2. de las condiciones de uso de Verra (abril 

de 2024) se establece que, si el usuario desea que Verra cancele o retire instrumentos, al retirarse o cancelarse un CCV 
sucede lo siguiente: a) se extinguen todos los derechos de propiedad y demás derechos que existan sobre esos instrumentos, 
ya sea que correspondan a quien figure legalmente como titular de los derechos o a un beneficiario final de estos, y b) ni 
Verra ni el usuario ni ninguna otra persona que figure legalmente como titular de esos derechos o que sea el beneficiario 
final de estos tendrán derecho a gozar del beneficio de dichos instrumentos o de los beneficios ambientales 
correspondientes a esos instrumentos. En relación con la “titularidad de los instrumentos conforme a derecho”, en la 
cláusula 9.1 de las condiciones de uso del Registro Verra se establece que, sin perjuicio de lo dispuesto en la cláusula 6, el 
usuario reconoce y acepta que Verra no garantiza en modo alguno la titularidad de los instrumentos conforme a derecho, y 
que la confianza que deposite el usuario en cualquier contenido obtenido a través del Registro Verra corre por su cuenta y 
riesgo. Asimismo, en la cláusula 9.2, se establece que para evitar cualquier duda, Verra no tiene ninguna obligación de 
verificar o investigar la validez o la titularidad conforme a derecho de los instrumentos o de cualquier instrumento conexo y 
no reconoce ningún derecho sobre un instrumento o cualquier instrumento conexo distinto del derecho de la entidad 
designada titular del instrumento en el registro o en cualquier subregistro habilitado. En cuanto a reclamaciones o derechos 
de terceros, según la cláusula 21.2, salvo lo dispuesto en otras disposiciones de las condiciones de uso del Registro Verra, 
las condiciones de uso no confieren ningún derecho a personas distintas de las partes y no imponen ninguna norma de 
diligencia, obligación o responsabilidad a personas distintas de las partes, ni deben interpretarse en el sentido de que 
imponen tales normas.  

13  Grupo de Trabajo 2 del UNIDROIT, párrs. 220-228 (Verra); Grupo de Trabajo 1 párr. 60 Gold Standard. Véase, por ejemplo, 
la cláusula de resolución de controversias de los términos y condiciones de Gold Standard, donde se establece que sus 
términos y condiciones se rigen por las leyes de Suiza, independientemente de sus normas de conflicto de leyes, y que 
dichas leyes se aplicarán independientemente del lugar del mundo en el que la persona viva. Véase también la disposición 
similar de las condiciones de uso de American Carbon Registry, donde se establece que estas condiciones de uso se regirán 
en todos los aspectos por las leyes del Estado de Arkansas (EE. UU.) sin que tenga efecto ninguna norma o disposición de 
elección de derecho aplicable o de conflicto de leyes. El titular de la cuenta entiende y acepta que todas las operaciones 
tienen lugar en el condado de Pulaski (Arkansas) y acepta que los tribunales federales y del estado ubicados en el condado 
de Pulaski (Arkansas) tienen competencia exclusiva sobre cualquier litigio con American Carbon Registry derivado de estas 
condiciones de uso o relacionado con ellas. El titular de la cuenta consiente irrevocablemente en someterse a la competencia 
exclusiva en razón de la persona de dicho tribunal, y renuncia irrevocablemente a cualquier objeción en materia de 
competencia, lugar del procedimiento o foro inadecuado ante dicho tribunal. 
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las disposiciones expresas que definan al CCV como un claim o derecho de reclamación14 bien pueden 
conducir a un tribunal a las normas de derecho aplicable en materia de cesión de derechos. 

47 Así pues, si bien la forma en que se ha redactado el proyecto de Principio 3(1) no excluye 
necesariamente un análisis de DIPr, su formulación amplia y su naturaleza normativa se encontrarán 
con algunas dificultades técnicas de DIPr que deberán estudiarse detenidamente para que la norma 
que se pretende incluir para complementar el proyecto de Principio 3(1) funcione según lo previsto. 
Un punto importante es que el Grupo de Trabajo sobre CCV tal vez tenga que decidir si se pretende 
que el proyecto de Principios prevalezca sobre estos marcos contractuales, que establecen 
claramente los derechos de un titular. 

48 El proyecto de Principio 3(3) plantea diferentes consideraciones. Por un lado, las cuestiones que 
corresponden a “otra ley” serían una elección mucho más convencional para normas de derecho 
aplicable. Por otro lado, sería difícil justificar la inclusión de dichas normas para cuestiones 
expresamente excluidas del ámbito de aplicación del proyecto de Principios. Si la preocupación es 
que el proyecto de Principio 3(3) estaría incompleto sin estas normas complementarias para 
determinar qué derechos puede tener el titular de un CCV, el Grupo de Trabajo podría considerar 
incluir estas cuestiones en el ámbito de aplicación sustantivo del proyecto de Principios en lugar de 
que queden sujetas a “otra ley”.   

C. Tokenización 

49 En la primera reunión del Subgrupo Informal de 16 de julio de 2024, se aludió a la tokenización de 
los CCV como una cuestión que va a plantearse y que conviene debatir. Se sugirió que los tókenes de 
CCV estarían comprendidos en la categoría de “activos vinculados”, de acuerdo con los Principios del 
UNIDROIT sobre Activos Digitales y Derecho Privado.  

50 En este sentido, es importante señalar que las cuestiones de DIPr derivadas de los “activos 
vinculados” se debatieron en la segunda reunión de trabajo del Proyecto sobre Tókenes de la HCCH, 
que concluyó el 8 de octubre de 2024. Después de algunas deliberaciones, se aceptó en general que 
la cuestión del “derecho que rige el vínculo” está un tanto desencaminada. En la medida en que se 
plantea la pregunta de si la persona que tiene el tóken tiene derechos sobre el “activo vinculado” de 
que se trate, la cuestión de si el vínculo es “efectivo” es más bien una cuestión de derecho sustantivo. 
La determinación de dicho derecho se basaría en las normas tradicionales de DIPr que pueden 
aplicarse a la cuestión de los derechos sobre el “activo vinculado” o derivados del mismo. 

51 Se prevé que, en el marco del Proyecto sobre Tókenes de la HCCH, se siga trabajando en relación con 
las subcategorías de “activos vinculados”, así como que se excluyan determinados tipos de activos, o 
que se elaboren normas especiales para cada uno de ellos. Si bien los créditos de carbono fueron 
excluidos expresamente del mandato del Proyecto sobre Tókenes, si el Grupo de Trabajo sobre CCV 
considera que la tokenización de los VCC sería simplemente una cuestión de “activos vinculados”, 
entonces el trabajo realizado en el marco del Proyecto sobre Tókenes de la HCCH tendría 
implicaciones directas en una disposición de derecho aplicable relativa a los tókenes de CCV. 

 
14  Por ejemplo, según las definiciones del programa VCS de Verra, una unidad de carbono verificada es una unidad emitida e 

inscrita en el registro de Verra que representa el derecho de un titular de cuenta en cuya cuenta está inscrita la unidad para 
reclamar el reconocimiento de una reducción o absorción de emisiones de GEI en una cantidad de una (1) tonelada métrica 
de CO2 equivalente que haya sido verificada por un órgano de validación/verificación de conformidad con el reglamento del 
programa VCS. (Fuente: VERRA VCS Program Definitions v.4.5/abril de 2024). En las condiciones de uso del Registro de 
Verra, el término “instrumento” se utiliza para designar una unidad emitida e inscrita en el registro de Verra que representa 
el derecho de un titular de cuenta en cuya cuenta está inscrita la unidad para reclamar el logro de un resultado representado 
por la unidad. El logro de resultados puede consistir, entre otras cosas, en la reducción o absorción de emisiones de GEI en 
una cantidad equivalente a una (1) tonelada métrica de CO2 que haya sido verificada de conformidad con el reglamento 
aplicable del programa Verra.  
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D. Resumen de consideraciones sobre el proyecto de Principios 

52 Se recomienda seguir estudiando las cuestiones formales, como el ámbito de aplicación, los objetivos 
y el enfoque jurídico, para encontrar la forma más adecuada y eficaz de alcanzar los objetivos finales 
del Grupo de Trabajo sobre CCV en lo que respecta a la inclusión de normas de derecho aplicable en 
el proyecto de Principios. 

53 La forma amplia en que se ha redactado el proyecto de Principio 3(1) no necesariamente excluye ni 
impide un análisis de DIPr. Sin embargo, su forma actual y su carácter normativo plantearán algunas 
dificultades técnicas en materia de DIPr. Convendría estudiar más detenidamente cómo podrían 
utilizarse las técnicas de DIPr para superar estas dificultades y conseguir que la norma de derecho 
aplicable funcione correctamente. Las mismas consideraciones pueden afectar al proyecto de 
Principio 3(3). 

54 Es muy probable que del Proyecto sobre Tókenes de la HCCH surjan consideraciones que resulten 
útiles para el tema de la tokenización de los CCV. 

IV. Analogías de DIPr para los CCV 
55 A continuación se ofrece una serie de analogías tomadas de otros ámbitos del DIPr que sirven para 

ilustrar las deliberaciones derivadas de las consideraciones expuestas más arriba. No se pretende 
que esta lista sea exhaustiva, ni que simplemente haya que elegir uno de estos modelos. Sin embargo, 
estas analogías ilustran la complejidad de las distintas soluciones que pueden adoptarse en función 
de las distintas consideraciones políticas que surgen al diseñar normas de derecho aplicable para 
distintos tipos de cuestiones y, en particular, para distintos tipos de bienes. 

56 Podrían encontrarse otras analogías distintas de las expuestas en esta sección, por ejemplo, sobre la 
base del derecho que rige las obligaciones y otras cuestiones derivadas de los instrumentos 
negociables. También cabe la posibilidad de que la naturaleza de los bienes inmateriales, que se 
considera en el caso de los CCV, sea sui generis y requiera un enfoque novedoso en materia de DIPr. 
El análisis que figura a continuación es de carácter preliminar. Sería necesario seguir trabajando para 
examinar las implicaciones técnicas y políticas de los distintos enfoques posibles.  

A. Acuerdos contractuales 

57 Una posible analogía para los CCV podría centrarse en los acuerdos contractuales en virtud de los 
cuales se crea el CCV, como los contratos entre el promotor de un proyecto y el órgano de validación 
y verificación y/o la entidad independiente certificadora de créditos de carbono. Este enfoque 
sugeriría recurrir a las normas de derecho aplicable que se han establecido en el contexto de las 
cesiones de derechos contractuales. Se trata de un ámbito complejo, sobre todo porque la calificación 
jurídica de los derechos contractuales puede variar de un ordenamiento jurídico a otro. No obstante, 
las soluciones suelen centrarse en el derecho aplicable al contrato en virtud del cual se creó el 
derecho, que pueden elegir las partes según el principio de autonomía de la voluntad (aunque suele 
estar sujeto tanto a restricciones generales como a limitaciones para determinados tipos de 
contratos) o, a falta de elección, a través de una norma que se centre en las partes o en sus 
obligaciones. Debería estudiarse detenidamente la idoneidad de una norma de este tipo para el 
contexto de los CCV y, en particular, si dicha norma encajaría con la calificación de cuestión relativa a 
la propiedad asignada a los CCV como se propone en el proyecto de Principios. 
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B. Representaciones digitales 

58 Otra posible analogía puede basarse en el mercado que se anticipa para el comercio de 
representaciones digitales de CCV. A tal efecto, puede considerarse clasificar a los CCV como 
comparables a los activos digitales y calificarlos de bienes intangibles. Sin embargo, la simple 
adopción o adaptación de las normas concebidas para otros activos digitales sería muy 
probablemente inadecuada, dada la conexión entre el CCV y un “activo” del mundo real (tanto si se 
entiende que ese activo consiste en derechos contractuales, como si se trata de derechos vinculados 
a un proyecto, por ejemplo una restricción sobre el uso de la tierra). Sería necesario considerar si la 
disposición de derecho aplicable para la representación digital del activo se relacionaría con el activo 
del mundo real que representa, o de qué manera, como se ha comentado más arriba. Si se 
considerara que la representación digital existe como un objeto autónomo, sujeto a su propia norma 
de derecho aplicable, seguiría siendo necesario considerar la otra cuestión de qué derecho regiría los 
efectos jurídicos que los derechos sobre la representación digital tendrían en relación con el activo 
correspondiente. Una norma de derecho aplicable para el activo digital podría, por ejemplo, ser 
ineficaz si la jurisdicción en la que se lleva a cabo un proyecto de mitigación considera que la 
titularidad del activo en cuestión debe determinarse por un derecho diferente o estar sujeta a 
disposiciones imperativas o de orden público de la jurisdicción.  

59 Las diferencias entre los CCV también deberían considerarse en este tipo de análisis, ya que también 
podrían dar cuenta de las diferentes formas en que los CCV están vinculados a los activos del mundo 
real (como en el caso de los proyectos basados en la naturaleza). Asimismo, en términos más 
generales, debería prestarse especial atención a las formas particulares en que los CCV ―en 
comparación con (otros) activos digitales― pueden estar sujetos a los siguientes acontecimientos: 
cancelación, suspensión, revocación, inversión del proceso de absorción y/o retiro. 

C. Inscripción registral y transferencias entre registros 

60 Podría establecerse otra analogía en relación con el proceso de inscripción registral de los CCV. Al 
igual que en otros ámbitos del derecho, cuando se indican disposiciones de derecho aplicable para 
bienes intangibles registrados o registrables (por ejemplo, en relación con la propiedad intelectual), 
podría tenerse en cuenta la ley del lugar de inscripción del bien. Sin embargo, si un registro no tiene 
una ubicación específica, surgen otras cuestiones complejas y controvertidas en relación con la 
posibilidad de una elección del derecho aplicable para o por un registro. La idoneidad de esta analogía 
también requeriría un examen muy cuidadoso en el caso de los registros privados, lo que plantea 
ciertas dificultades en relación con la capacidad de las entidades privadas para crear derechos 
relativos a la propiedad. También habría que considerar cuidadosamente los límites de la aplicación 
de la lex registri, y la cuestión de qué derecho regiría el efecto jurídico que el registro tendría en 
relación con el activo correspondiente.  

61 Otros factores que incidirían en la consideración de esta analogía son el tipo de registro (si es público 
o privado), así como si se publicitará la inscripción y el proceso de serialización o fraccionamiento de 
las unidades. Otra de las dificultades está relacionada con los posibles cambios en las transferencias 
de CCV entre registros y la compleja red de acuerdos contractuales que puede derivarse de dichas 
transferencias entre registros. 

D. Derechos relacionados con los bienes inmuebles 

62 Dado que una gran parte de los CCV se crean en el marco de proyectos basados en la naturaleza 
―relacionados, por ejemplo, con la silvicultura y el uso de la tierra―, otra analogía crucial que cabe 
considerar es la de los derechos relacionados con los bienes inmuebles. Por ejemplo, si se llega a un 
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acuerdo con un propietario de tierras para detener o evitar la deforestación, determinar si los 
derechos implicados pueden considerarse derechos reales y, en caso afirmativo, qué ley regiría las 
operaciones relacionadas con esos derechos, podría considerarse una cuestión que incumbe a la lex 
rei sitae. Los distintos ordenamientos jurídicos tratan a los derechos reales de maneras diferentes. 
En particular, algunos ordenamientos prevén una lista taxativa, numerus clausus, de derechos reales 
vinculados a determinados tipos de bienes. Otras cuestiones que tendrán peso en la consideración 
del derecho aplicable son el orden público, las leyes de policía y otras cuestiones de inscripción 
registral relativas al uso de la tierra, ya que limitan los derechos asociados al uso de la tierra. La 
cuestión se torna aún más compleja si la tierra en cuestión es, por ejemplo, de propiedad pública, de 
pueblos indígenas o si en ella tienen lugar proyectos de conservación, y si dicha tierra está sujeta a 
normativa interna destinada a proteger dichas tierras, el medio ambiente y las comunidades indígenas 
y locales afectadas. No solo estas cuestiones influirían en la elaboración de una norma de derecho 
aplicable: la aplicación de tratados internacionales que establezcan derechos específicos asociados 
al uso de la tierra también tendrá importancia en la elaboración de dicha norma. 

V. Conclusión: Recomendaciones al Grupo de Trabajo sobre CCV 
63 Las cuestiones que se plantean en el presente informe preliminar tienen por objeto ayudar a lograr 

un marco de DIPr coherente para los CCV. El examen de cuestiones para la determinación del derecho 
aplicable, así como la formulación de una disposición al respecto para cuestiones relativas a la 
propiedad derivadas de los CCV, debe realizarse en consonancia con otras consideraciones generales 
(incluso cuestiones no relativas a la propiedad), así como cuestiones relativas a la competencia 
judicial y al reconocimiento y ejecución. Corresponde matizar las consideraciones en materia de 
derecho aplicable en función de la complejidad del mercado, de las partes interesadas y de las 
disposiciones vigentes (incluidas las contractuales) en las que se basa cada una de las etapas del 
ciclo de vida de los créditos, las cuales no deben considerarse de forma aislada.  

64 Para lograr que la norma sea aceptada en el futuro por la mayor cantidad de jurisdicciones posible, 
es esencial que, antes de su adopción, se efectúen consultas multilaterales con Estados que 
representen diferentes ordenamientos jurídicos. Con respecto a la redacción actual, estimamos que 
no sería apropiado apoyar una disposición que se ha elaborado sin consultas multilaterales, en 
abstracto y sin tener en cuenta consideraciones más holísticas sobre otras cuestiones de DIPr.  

65 Por lo tanto, recomendamos que el Grupo de Trabajo sobre CCV considere la posibilidad de incluir una 
disposición que establezca que el proyecto de Principios no afecta al DIPr en relación con los CCV y 
que se remita al trabajo más exhaustivo que se está emprendiendo en la HCCH. 

66 Si los Miembros del UNIDROIT consideran que el proyecto de Principios quedaría incompleto sin una 
disposición más elaborada de derecho aplicable, sugerimos que consideren reservar un espacio para 
introducir tal disposición después de que se realicen consultas multilaterales en la HCCH con un 
enfoque holístico de DIPr (sobre competencia judicial, derecho aplicable, reconocimiento y ejecución, 
y mecanismos de cooperación internacional).   

*** 

Prof. Mary Keyes, Directora del Law Futures Centre, Griffith University, Queensland (Australia);  

Prof. Alex Mills, Profesor de Derecho Internacional Público y Privado, Facultad de Derecho, UCL, 
Londres (Reino Unido);  

Prof. Pietro Franzina, Profesor de Derecho Internacional en la Universidad Católica del Sagrado 
Corazón, Milán (Italia); 
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Prof. Fabricio Polido, Profesor Asociado de Derecho Internacional Privado, Derecho Comparado y 
Nuevas Tecnologías, Universidad de Minas Gerais, Belo Horizonte (Brasil); y  

Amy Held, Académica Afiliada en Common Law, Universidad de Viena; Abogada, Law Commission of 
England and Wales (Reino Unido), 

Expertos convocados, a título personal, por la Oficina Permanente de la HCCH. 
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